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Dificultades a las que se 
enfrentan las organizaciones 
de la sociedad civil que trabajan 
en el ámbito de los derechos 
humanos en la Unión Europea

Resumen

La Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea establece el derecho a la libertad 
de reunión y de asociación (artículo 12), así 
como la libertad de expresión y de información 
(artículo 11), que adquieren particular 
importancia en relación con las organizaciones 
de la sociedad civil de la Unión.

Las organizaciones de la sociedad civil de la Unión 
Europea (UE) desempeñan un papel crucial en la 
promoción de los derechos fundamentales, contri-
buyendo así al funcionamiento de las democracias. 
Dan voz a las personas en cuestiones que les impor-
tan, asisten a los titulares de los derechos, supervi-
san las actividades de los gobiernos y parlamentos, 
ofrecen asesoramiento a los responsables políticos 
y exigen a las autoridades que respondan de sus 
actos. Existen diversas formas de participación de 
la sociedad civil en toda la UE, debido a su diferente 
evolución histórica. Asimismo varían considerable-
mente la forma y el tamaño de las organizaciones 
de la sociedad civil (OSC), desde las grandes entida-
des internacionales con abundantes recursos hasta 
las pequeñas organizaciones básicas de voluntarios.

La Agencia de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea (FRA) coopera y mantiene contacto 

periódicamente con una amplia gama de organi-
zaciones de este tipo. Estas denuncian las crecien-
tes dificultades que afrontan para apoyar la pro-
tección, la promoción y el respeto de los derechos 
humanos en la Unión, debido a restricciones tanto 
jurídicas como prácticas.

Si bien en todos los Estados miembros de la Unión 
existen trabas a su actuación, su naturaleza y mag-
nitud varían de un país a otro. Se trata de cambios 
desfavorables en la legislación o mala aplicación de 
las leyes; obstáculos para acceder a recursos finan-
cieros y para garantizar su supervivencia; dificulta-
des para acceder a los responsables políticos y para 
influir en sus decisiones, y atentados y acosos sufri-
dos por los defensores de los derechos humanos, 
incluido un discurso negativo dirigido a deslegiti-
mizar y estigmatizar las OSC.

El informe completo de la FRA analiza los distintos 
tipos y patrones que presentan los obstáculos a los 
que se enfrentan las organizaciones de la sociedad 
civil en toda la UE, y destaca prácticas prometedo-
ras que pueden contrarrestar estas preocupantes 
tendencias. El presente resumen esboza las prin-
cipales conclusiones del informe y los dictámenes 
de la FRA sobre los problemas planteados.

HELPING TO MAKE FUNDAMENTAL RIGHTS 
A REALITY FOR EVERYONE IN THE EUROPEAN UNION
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Conclusiones clave y dictámenes de la FRA
Los dictámenes de la FRA se basan en las conclu-
siones presentadas en el informe completo de la 
agencia sobre las Dificultades a las que se enfren-
tan las organizaciones de la sociedad civil que tra-
bajan en el ámbito de los derechos humanos en la 
UE. En modo alguno se pretende que los dictáme-
nes sean exhaustivos. Se centran en ámbitos en los 
que los Estados miembros de la UE pueden encon-
trarse fácilmente actuando en el ámbito de aplica-
ción del Derecho de la UE y en los que más urgente 
resulta una actuación jurídica o política. Otras medi-
das a escala nacional e internacional (incluso fuera 
del ámbito de competencias de la Unión) podrían 
ayudar también a  las OSC a  proteger, promover 
y cumplir los derechos humanos en la UE.

Crear un marco regulador
Para desarrollar su labor, los agentes de la socie-
dad civil implicados en la promoción de los derechos 
fundamentales deben poder ejercer sus derechos 
plenamente y sin restricciones innecesarias o arbi-
trarias. Esto requiere que los Estados apliquen ple-
namente sus obligaciones positivas de promoción 
de los derechos humanos y creen un entorno pro-
picio para las organizaciones de la sociedad civil. El 

artículo 51, apartado 1, de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la UE obliga a la Unión y a los 
Estados miembros a respetar todos los derechos de 
la Carta y «observarán los principios y promoverán 
su aplicación, con arreglo a sus respectivas compe-
tencias y dentro de los límites de las competencias 
que los Tratados atribuyen a la Unión». Los dere-
chos a la libertad de reunión y de asociación (artí-
culo 12 de la Carta), así como la libertad de expre-
sión y de información (artículo 11 de la Carta), son 
de especial importancia en este contexto. Se apli-
can a los Estados miembros de la UE cuando actúan 
en el ámbito del Derecho de la Unión.

Los Estados miembros tienen una gran variedad de 
legítimos intereses en la adopción de leyes y normas 
administrativas que pueden afectar a las organiza-
ciones de la sociedad civil, por ejemplo en materia 
fiscal o en cuestiones de transparencia, de eleccio-
nes y de grupos de presión. Sin embargo, incluso 
aunque no tengan la intención de perjudicar a las 
OSC, son medidas que pueden afectarlas de forma 
indebida, ejerciendo un efecto disuasorio.

Los efectos de los actos legislativos o administrati-
vos únicos pueden ser difíciles de evaluar de forma 
aislada. Dadas las interdependencias que existen en 

Notas sobre la terminología

Organizaciones de la sociedad civil

A efectos del informe de la FRA, con arreglo al 
Reglamento (CE) n.o 168/2007, por el que se crea 
la Agencia, se entiende por organizaciones de la 
sociedad civil «las organizaciones no guberna-
mentales y  […] las instituciones de la sociedad 
civil, activas en el ámbito de los derechos funda-
mentales» y, de conformidad con la Recomen-
dación 14 del Comité de Ministros del Consejo de 
Europa (2007), los «organismos u organizaciones 
con autogobierno voluntarios creados para per-
seguir los objetivos esencialmente sin ánimo de 
lucro de sus fundadores o miembros».

El informe abarca las OSC que trabajan, tal como se 
especifica en la Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los defensores de los derechos humanos, 
para «promover y procurar la protección y realiza-
ción de los derechos humanos y las libertades fun-
damentales» en el ámbito nacional o internacional.

Para obtener más información, véase el Reglamento (CE) 
n.o 168/2007 del Consejo, de 15 de febrero de 2007, por el 
que se crea una Agencia de los Derechos Fundamentales 

de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Reglamento funda-
cional») (DO L 53, artículo 10); Consejo de Europa, Comité 
de Ministros (2008), Recomendación CM/Rec(2007)14, 
apartado I.1; Comisión de las Comunidades Europeas 
(2000), «La Comisión y las organizaciones no guberna-
mentales: el refuerzo de la colaboración», documento 
de debate, COM(2000) 11 final, apartado 1.2, y Asamblea 
General de las Naciones Unidas, Declaración sobre los 
defensores de los derechos humanos, A/RES/53/144, 8 
de marzo de 1999, artículo 1.

Espacio de la sociedad civil

El espacio de la sociedad civil es el «lugar que 
ocupan los agentes de la sociedad civil dentro de 
la sociedad; el entorno y marco en que actúa la 
sociedad civil, y las relaciones entre los agentes 
de la sociedad civil, el Estado, el sector privado 
y el público en general».

Para obtener más información, véase la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (OACDH), Guía práctica para la sociedad civil: 
El espacio de la sociedad civil y el sistema de derechos 
humanos de las Naciones Unidas.

https://search.coe.int/cm/Pages/result_details.aspx?ObjectID=09000016805d534d. Cf. Commission discussion paper %22The Commission and non-governmental organisations: building a stronger partnership
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex%3A52000DC0011
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex%3A52000DC0011
http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Defenders/Declaration/declaration.pdf
http://www.ohchr.org/Documents/Issues/Defenders/Declaration/declaration.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/AboutUs/CivilSociety/CS_space_UNHRSystem_Guide_SP.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/AboutUs/CivilSociety/CS_space_UNHRSystem_Guide_SP.pdf
https://www.ohchr.org/Documents/AboutUs/CivilSociety/CS_space_UNHRSystem_Guide_SP.pdf
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cualquier sistema jurídico-político, el todo muchas 
veces es mayor que la suma de las partes: aunque 
las medidas legislativas individuales en un ámbito 
determinado no necesariamente infringen los dere-
chos fundamentales, una serie de medidas adop-
tadas en diferentes ámbitos, si se toma en con-
junto, sí puede aumentar la carga normativa para 
los agentes de la sociedad civil hasta el punto de 
poner en peligro su capacidad de operar. Es lo que 
sucede cuando los Estados miembros transponen 
y aplican la legislación de la Unión, por ejemplo, en 
el ámbito de los controles fronterizos, la lucha con-
tra el terrorismo o el blanqueo de capitales.

Las organizaciones de la sociedad civil han denun-
ciado las siguientes trabas legislativas:

•	 Obstáculos al reconocimiento o registro de las 
organizaciones de la sociedad civil. Un ejemplo 
puede ser un Estado miembro que no reconoce 
a las organizaciones de la sociedad civil no regis-
tradas, u otro Estado miembro que les exige un 
doble registro. En otro Estado miembro se requi-
rió modificar la documentación de registro tras 
la adopción de una nueva ley, operación que 
exigía dedicar mucho tiempo y recursos.

•	 Las leyes en materia de transparencia que obli-
gan a las entidades que participan en las cam-
pañas políticas a  registrarse como activistas 
de terceros (tanto en general como durante el 
período electoral), así como las leyes sobre gru-
pos de presión, pueden tener una finalidad legí-
tima. Sin embargo, si su redacción o su aplica-
ción son demasiado estrictas, también corren 
el riesgo de restringir la capacidad de las OSC 
para informar al público sobre asuntos de inte-
rés general o defender determinadas causas.

•	 A veces, los Estados miembros imponen res-
tricciones a la entrada de los nacionales de ter-
ceros países que desean trabajar a  favor de 
los derechos humanos en un Estado miembro, 
sin explicar de forma suficiente el motivo. Un 
Estado miembro también impuso una prohibi-
ción (posteriormente suprimida) a un nacional 
de otro Estado miembro que deseaba trabajar 
en el ámbito de los derechos humanos.

•	 Las normas nacionales a veces van más allá de 
las restricciones a la libertad de reunión pací-
fica que legítimamente pueden imponerse con 
arreglo a la legislación internacional. Las medi-
das adoptadas en la lucha contra el terrorismo 
han tenido un impacto especialmente negativo 
en la libertad de reunión pacífica.

•	 En ocasiones, los Estados también imponen 
prohibiciones generales, ya sean normativas 
o en la práctica, a la reunión en determinados 

momentos o lugares (por ejemplo, excluyendo 
ciertos lugares del derecho de reunión), lo que 
limita la libre expresión de los (potenciales) par-
ticipantes en las reuniones.

•	 Los Estados no siempre tratan con igualdad 
a las personas que intentan reunirse, y favo-
recen determinados tipos de reunión (por ejem-
plo, reuniones frecuentes) de otros. Asimismo, 
no siempre controlan adecuadamente las reu-
niones, por ejemplo, enviando fuerzas policiales 
insuficientes para proteger a los participantes.

•	 Varios Estados miembros de la UE han mantenido 
leyes penales que prohibían difamar o injuriar 
a los funcionarios públicos, al propio Estado y a 
los jefes de Estado (extranjeros). Aunque tales 
disposiciones pueden servir al interés legítimo 
de proteger el derecho a la reputación, no deben 
restringir desproporcionadamente la libertad de 
expresión. Si las posibles sanciones son excesi-
vas o si las leyes son demasiado estrictas, estas 
restricciones pueden tener un efecto disuasorio 
para la libertad de expresión. Así sucede espe-
cialmente en el caso de los agentes de la socie-
dad civil que trabajan en cuestiones de dere-
chos humanos, ya que con frecuencia tendrán 
que criticar a los funcionarios públicos o esta-
tales y pueden verse desanimados a hacerlo si 
saben que pueden sufrir consecuencias penales.

Dictamen 1 de la FRA

Los Estados miembros y  la UE deben prestar 
mayor atención a la elaboración y aplicación de 
la legislación en ámbitos que potencialmente 
(directa o indirectamente) afecten al espacio de 
la sociedad civil, incluida la libertad de expre-
sión, reunión y  asociación, a  fin de garantizar 
que su legislación no imponga requisitos des-
proporcionados a las organizaciones de la socie-
dad civil y no tenga un impacto discriminatorio 
en las mismas, reduciendo así el espacio de la 
sociedad civil. Al hacerlo, deben respetar plena-
mente la legislación aplicable de la UE y de los 
tratados internacionales pertinentes.

Dictamen 2 de la FRA

La UE y los Estados miembros deben velar por 
que la legislación sobre los grupos de presión 
y  las leyes en materia de transparencia y  su 
aplicación cumplan la legislación europea e in-
ternacional aplicable y no restrinjan de manera 
desproporcionada ni obstaculicen la defensa de 
los derechos humanos, incluso durante los pe-
riodos electorales, como la celebración de elec-
ciones al Parlamento Europeo.
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Financiación y recaudación 
de fondos

El acceso a los recursos económicos es inherente 
al derecho a la libertad de asociación, tal como se 
define en el artículo 22 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y otros instrumentos de 
derechos humanos, incluida la Carta de los Dere-
chos Fundamentales de la UE (artículo 12).

El artículo 13 de la Declaración de las Naciones Uni-
das sobre el derecho y el deber de los individuos, 
los grupos y las instituciones de promover y prote-
ger los derechos humanos y las libertades funda-
mentales universalmente reconocidos (Declaración 
de las Naciones Unidas sobre los defensores de los 
derechos humanos) consagra el derecho a «solicitar, 
recibir y utilizar recursos» para promover y prote-
ger los derechos humanos. El concepto de «recur-
sos» recibe una definición amplia que incluye la 
ayuda financiera, los recursos materiales, el acceso 
a fondos internacionales, la solidaridad, la capaci-
dad para viajar y  comunicarse sin interferencias 
indebidas y el derecho a beneficiarse de la pro-
tección del Estado.

Existe un amplio consenso en cuanto a que las nor-
mativas y las políticas relacionadas con los recur-
sos tienen un impacto significativo en la libertad de 
asociación y en la capacidad de las OSC para traba-
jar eficazmente. No obstante, las OSC se enfren-
tan a numerosos obstáculos jurídicos y prácticos 
a la hora de acceder a la financiación, a pesar de 
las prácticas positivas tanto de la UE como de los 
Estados miembros.

En la mayoría de los Estados miembros no se dis-
pone de cifras exactas de la financiación pública 
y privada de las OSC que trabajan en el ámbito de 
los derechos humanos. En parte, esto se debe a que 
la financiación procede de diversas fuentes: diferen-
tes ministerios del gobierno central, distintas líneas 
presupuestarias, la administración local y regional, 
fondos de la UE y subvenciones del EEE y Noruega, 
así como donaciones privadas. Ni siquiera con los 
datos disponibles es posible saber qué cantidades 
de fondos públicos se reservan específicamente a la 
promoción y la protección de los derechos funda-
mentales en un determinado Estado miembro de 
la UE, y tampoco se dispone de datos exhaustivos 
sobre las donaciones privadas.

Si bien la crisis económica ha afectado en general 
a los presupuestos públicos, al recuperarse el cre-
cimiento económico en la UE los Estados miembros 
y la Unión quizá estén dispuestos a revisar la can-
tidad de fondos públicos que se destinan a orga-
nizaciones de la sociedad civil, a  fin de reforzar 

la promoción y  la protección de los derechos 
fundamentales.

Las OSC de la UE, el Parlamento Europeo y el Comité 
Económico y Social Europeo (CESE) han solicitado 
recientemente un Fondo Europeo de Dotación para 
la Democracia. En particular, el CESE ha instado a la 
Comisión a «proponer un fondo europeo para la 
democracia, los derechos humanos y los valores en 
la UE, dotado de un presupuesto ambicioso, abierto 
directamente a las OSC de toda Europa y gestionado 
de forma independiente, al igual que el Fondo Euro-
peo de Dotación para la Democracia» que existe para 
la sociedad civil que opera fuera de la UE.

A este respecto, la FRA acoge favorablemente la 
sugerencia de la Comisión Europea, formulada en 
su propuesta de revisión del Reglamento financiero 
de la UE, de considerar gastos subvencionables las 
horas de los voluntarios y permitir la inclusión de 
las aportaciones en especie como cofinanciación.

La investigación de la FRA ha detectado una serie 
de dificultades para el acceso a la financiación, en 
particular:

•	 la cantidad total de fondos disponibles, con pre-
supuestos cada vez más reducidos en algunos 
Estados miembros de la UE, aunque no en todos;

•	 recortes de financiación para algunas OSC o para 
determinadas actividades, abandonando activi-
dades como la defensa de causas, la asistencia 
jurídica y las actividades de sensibilización, en 
beneficio de la asistencia sanitaria y los servi-
cios sociales;

•	 trabas para acceder a la financiación, como la 
existencia de procedimientos engorrosos, com-
plejos y no siempre transparentes para acce-
der a ella;

•	 exigencias de abundante documentación que 
pueden ser desproporcionadas en relación con 
el importe de la financiación recibida;

•	 financiación frecuentemente dirigida a proyectos 
(a corto plazo), sin posibilidad de obtener finan-
ciación a más largo plazo y para infraestructuras;

•	 dificultades para la cofinanciación, así como 
retrasos en los pagos de las subvenciones, lo 
que, entre otras cosas, genera problemas de 
tesorería;

•	 algunas subvenciones de la Comisión Europea 
imponen restricciones geográficas que impiden 
a  las OSC asistir a  reuniones de las Naciones 
Unidas en Ginebra, lo que supone un obstáculo 
para la defensa de los derechos humanos en 

http://www.eesc.europa.eu/en/our-work/opinions-information-reports/opinions/financing-civil-society-organisations-eu
http://www.eesc.europa.eu/en/our-work/opinions-information-reports/opinions/financing-civil-society-organisations-eu
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las Naciones Unidas, como la participación de 
las OSC en los principales procesos por vulne-
ración de los tratados en materia de derechos 
humanos cuando se examina la actuación de la 
UE y sus Estados miembros;

•	 regímenes fiscales desfavorables en algunos 
Estados miembros, tanto para las propias OSC 
(estatuto de entidad benéfica/de interés gene-
ral/de utilidad pública) como para las perso-
nas físicas y jurídicas que realizan donaciones 
a las OSC;

•	 campañas negativas y  de descrédito en los 
medios de comunicación contra las OSC que reci-
ben financiación extranjera, en algunos casos 
exigiéndoles que se etiqueten como organiza-
ciones con financiación extranjera en toda su 
documentación;

•	 recursos financieros limitados para las organi-
zaciones que representan a personas con disca-
pacidad en la UE y en los Estados miembros, lo 
que en ocasiones les impide controlar de forma 
independiente las acciones del Estado relacio-
nadas con los derechos de las personas con 
discapacidad.

Dictamen 3 de la FRA

Se insta a las instituciones de la UE y a los Esta-
dos miembros a garantizar que la financiación 
esté a  disposición de las organizaciones de la 
sociedad civil que trabajan en la protección y la 
promoción de los valores fundacionales de la UE 
de los derechos fundamentales, la democracia 
y el Estado de Derecho, incluidas las organiza-
ciones de base. Esta financiación debe cubrir, 
en su caso, todo el ámbito de actividades de las 
OSC, como la prestación de servicios, las acti-
vidades de vigilancia, la defensa de causas, la 
asistencia jurídica, la realización de campañas, 
la educación cívica y en derechos humanos y la 
sensibilización.

En aras de la libre circulación de capitales, las 
OSC deben tener libertad para solicitar, recibir 
y utilizar la financiación no solo de organismos 
públicos en su propio país, sino también de do-
nantes institucionales o individuales, de autori-
dades públicas y fundaciones de otros Estados 
o de organizaciones, organismos u organismos 
internacionales.

Dictamen 4 de la FRA

Los Estados miembros y las instituciones de la 
UE deben velar por que las organizaciones que 
representen a  las personas con discapacidad 
dispongan de financiación, en particular por lo 
que respecta a  la asistencia personal, adapta-
ciones razonables y apoyo, a fin de que puedan 
desempeñar su papel en el marco de la Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad (CDPD).

Dictamen 5 de la FRA

La Comisión Europea debe seguir promoviendo 
la disponibilidad de la información en relación 
con los regímenes de financiación existentes, 
facilitando ventanillas únicas de financiación 
para las OSC que trabajan con los derechos hu-
manos, promocionando su portal de ventanilla 
única sobre posibilidades de financiación y am-
pliando su base de datos de proyectos financia-
dos en distintas áreas destacando los proyectos 
especialmente exitosos y eficaces.

La Comisión Europea debe considerar la posibi-
lidad de adoptar orientaciones para los Estados 
miembros que aclaren la aplicación de las cua-
tro «libertades fundamentales» en el régimen 
común de las OSC, incluidas las fundaciones 
y las organizaciones filantrópicas.

Dictamen 6 de la FRA

La Comisión Europea y  los Estados miembros 
deben considerar la posibilidad de favorecer la 
financiación plurianual y  básica frente a  la fi-
nanciación a corto plazo basada en proyectos, 
pues ello permitiría a  las OSC contar con una 
base más sostenible para su labor y planificarse 
a más largo plazo. Para simplificar los procedi-
mientos de solicitud, debe recurrirse con más 
frecuencia a  los procedimientos en dos fases, 
con una solicitud inicial breve y en que solo a los 
proyectos preseleccionados en la primera ronda 
se les exija presentar un expediente de solicitud 
completo.

Los requisitos de auditoría e informes que se im-
pongan a las OSC y otras asociaciones deben ser 
proporcionados a la financiación pública recibi-
da y al tamaño y la estructura de la organización 
beneficiaria. En cuanto a  la cofinanciación, los 
requisitos deben ser proporcionados y  han de 
reflejar mejor la magnitud de los proyectos y el 
tipo de organización solicitante.

http://ec.europa.eu/justice/grants1/programmes-2014-2020/rec/index_en.htm
http://ec.europa.eu/justice/grants1/programmes-2014-2020/rec/index_en.htm
https://cordis.europa.eu/projects/home_es.html
https://cordis.europa.eu/projects/home_es.html
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Derecho a la participación
El artículo 11 del Tratado de la Unión Europea (TUE) 
especifica que las instituciones de la UE «darán a los 
ciudadanos y a las asociaciones representativas, 
por cauces apropiados, la oportunidad de expre-
sar e intercambiar públicamente sus opiniones en 
todos los ámbitos de actuación de la Unión» y «man-
tendrán un diálogo abierto, transparente y regular 
con las asociaciones representativas y la sociedad 
civil». El derecho a la participación en los asuntos 
públicos también está reconocido en el artículo 25 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos y se ha reafirmado recientemente en las Direc-
trices del Consejo de Europa para la participación 
civil en la toma de decisiones políticas, adoptadas 
en septiembre de 2017 por el Comité de Ministros 
del Consejo de Europa. Uno de sus componentes 
es la participación civil, que las directrices definen 
como «el compromiso de las personas, las ONG y la 
sociedad civil en general en los procesos de toma de 
decisiones por parte de las autoridades públicas».

La CDPD obliga a los Estados a mantener contactos 
permanentes y facilitar la participación de las per-
sonas con discapacidad y sus organizaciones repre-
sentativas en todas las decisiones que las afecten. 
La Unión Europea y veintisiete de los veintiocho 
Estados miembros de la Unión han ratificado esta 
Convención. En la práctica, a menudo no se apli-
can medidas para garantizar la plena accesibilidad 
a los sitios web y ofrecer información en los for-
matos adecuados. La consiguiente falta de infor-
mación puede impedir la plena participación de las 
personas con discapacidad y las organizaciones que 
las representan.

El Convenio de Aarhus sobre el acceso a la informa-
ción, la participación del público en la toma de deci-
siones y el acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente, que vincula los derechos medioambien-
tales con los derechos humanos, reconoce dere-
chos públicos e impone obligaciones a los Estados 
parte y a los poderes públicos en relación con el 
acceso a la información, la participación del público 
y el acceso a la justicia. La UE es parte en el Con-
venio desde 2005.

La participación de los sectores interesados, inclui-
dos los miembros de la sociedad civil, en la legisla-
ción y las propuestas políticas es un aspecto esen-
cial de la política democrática y basada en datos 
empíricos. Aporta un plus de legitimidad democrá-
tica, los conocimientos de las OSC y un «control de 
realidad» a los procesos y propuestas legislativas 
o políticas, y contribuye a aumentar la implicación 
del público. Aunque los procedimientos naciona-
les de consulta y  participación son competencia 
de las autoridades nacionales, la disminución del 

papel fundamental de la sociedad civil en los pro-
cesos de toma de decisiones puede aumentar el 
riesgo de que las medidas adoptadas por los Esta-
dos miembros para la transposición o la aplicación 
de la legislación de la UE vulneren la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la UE.

Parece existir un amplio consenso sobre la nece-
sidad de implicar a las organizaciones de la socie-
dad civil en la toma de decisiones políticas, desde 
el nivel local hasta el de la UE. Sin embargo, cuando 
se lleva a la práctica este concepto, a menudo no 
se aprovechan plenamente los distintos niveles 
posibles de participación de las OSC y los diversos 
métodos disponibles para su participación. Además, 
a menudo se carece de criterios claros en cuanto 
a su reconocimiento como interlocutores legítimos.

En todos los Estados miembros de la UE, así como en 
las instituciones de la Unión, existe alguna forma de 
acceso a los procesos de toma de decisiones. Aun-
que se observan algunas buenas prácticas (sobre 
todo en el ámbito local), el acceso (e influencia 
efectiva) a  la toma de decisiones en general es 
desigual y poco transparente.

Los Estados miembros han establecido alguna forma 
de procedimiento de consulta, pero no siempre con 
el alcance y la efectividad deseables. En particular, 
las entrevistas con las OSC, los funcionarios públi-
cos y los expertos indican que, aun cuando existe 
al menos la voluntad política de consulta, las admi-
nistraciones públicas no conocen los diversos méto-
dos disponibles para implicar de manera más efi-
caz y significativa a los colectivos interesados en la 
legislación y la toma de decisiones políticas. Tanto 
las organizaciones de la sociedad civil como los fun-
cionarios públicos señalan que con frecuencia hay 
desconfianza entre las administraciones públicas 
y las organizaciones de la sociedad civil.

Las OSC y los expertos han señalado una serie de 
obstáculos que dificultan la plena y efectiva par-
ticipación y el acceso al proceso de toma de deci-
siones, en particular:

•	 limitaciones para acceder a la información sobre 
las iniciativas políticas o legislativas;

•	 ausencia de unas normas mínimas o reglas cla-
ras sobre el ejercicio del derecho a la participa-
ción, o falta de conocimiento de estas, con el 
resultado de una aplicación desigual;

•	 falta de voluntad política o de comprensión de 
que la consulta no se lleva a cabo para cubrir el 
expediente, sino que, si se hace bien, mejora la 
toma de decisiones políticas;

http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx
http://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx
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•	 desconocimiento por parte de los servicios públi-
cos de los distintos métodos para implicar a los 
colectivos interesados en la legislación y la toma 
de decisiones de forma coherente y efectiva;

•	 obstáculos y trabas que afectan en particular 
a las personas con discapacidad, como la ausen-
cia de medidas necesarias para garantizar la 
plena aplicación de las normas de accesibili-
dad a los sitios web, y la necesidad de ofrecer 
información oficial en diversos formatos acce-
sibles, cuando proceda;

•	 plazos estrictos para los procesos de participa-
ción y consulta (también para las propias admi-
nistraciones), y escasos presupuestos y asigna-
ciones de recursos humanos a servicios públicos;

•	 falta de claridad sobre a quién se consulta antes 
de tomar decisiones; las OSC informan también 
de que muchas veces no se consulta de forma 
sistemática a todos los interlocutores clave;

•	 los recortes presupuestarios pueden afectar indi-
rectamente a la capacidad de las OSC para par-
ticipar efectivamente en la toma de decisiones;

•	 desconfianza entre los servicios públicos y las 
organizaciones de la sociedad civil.

Dictamen 7 de la FRA

Las instituciones de la UE y los Estados miem-
bros deben cumplir las obligaciones que les 
incumben en virtud del artículo 4, apartado 3, 
de la Convención de las Naciones Unidas de 
mantener un contacto permanente y hacer par-
ticipar a las personas con discapacidad y a sus 
organizaciones representativas en todas las 
decisiones que las afecten. Debe fomentarse 
la participación de las personas con discapaci-
dad en la vida pública y política, con arreglo al 
artículo 29, letra b), de la CDPD. En general, las 
instituciones de la UE y  los Estados miembros 
deben mantener un diálogo abierto, transpa-
rente y periódico con las organizaciones de la 
sociedad civil que trabajan en el ámbito de los 
derechos humanos, a  fin de garantizar que la 
legislación y las políticas de la Unión, así como 
la legislación y  las políticas nacionales que las 
apliquen, se ajusten a la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la UE.

Cuando ya existan normas pertinentes en apoyo 
de la participación activa de las organizaciones 
de la sociedad civil en los derechos humanos, 
las autoridades deben velar por que se apliquen 
en la práctica. Esto implica poner a disposición 
suficientes recursos humanos y  financieros 
para permitir unos procesos de participación 

adecuados y  proporcionar a  los funcionarios 
una formación y  tiempo suficientes para ha-
cer participar a  dichas organizaciones. Existe 
margen para la diversificación y  la mejora de 
las herramientas y  los métodos utilizados por 
las autoridades públicas para hacer realidad la 
participación. Deben seguirse plenamente las 
«Directrices para una participación civil signi-
ficativa en la toma de decisiones políticas», 
recientemente adoptadas por el Consejo de 
Europa.

Garantizar un espacio seguro 
para la sociedad civil

Las organizaciones de la sociedad civil y los activis-
tas de la UE se enfrentan a ataques físicos y ver-
bales, acoso e intimidación por parte de agentes 
no estatales. Estos incidentes tienen lugar tanto 
en la red como en la vida real. Algunos funciona-
rios del Estado participan incluso en ataques verba-
les y emiten discursos negativos que estigmatizan 
a las OSC o desacreditan su labor, socavando tanto 
el apoyo que reciben de la sociedad como la moral 
y la motivación de los activistas. Es esencial que 
los funcionarios públicos se abstengan de atacar, 
incluso verbalmente, y desacreditar sin fundamento 
a las organizaciones que promuevan los derechos 
humanos y la no discriminación. Ni las autoridades 
públicas ni las organizaciones de la sociedad civil 
están registrando correctamente, a escala nacio-
nal o de la UE, datos sobre ataques y amenazas 
contra las OSC.

Dictamen 8 de la FRA

Los Estados miembros deben abstenerse de 
estigmatizar a  las OSC y a sus miembros. Asi-
mismo, deben condenar activamente cualquier 
delito, incluidos los delitos de odio, cometido 
contra las OSC y sus miembros, y deben cumplir 
plenamente las obligaciones positivas que les 
imponen el Derecho internacional y el Derecho 
de la Unión en cuanto a la protección de las OSC 
y de sus miembros. Todos los datos sobre deli-
tos de odio contra las OSC de derechos humanos 
deben ser recopilados y publicados.
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Espacio para el intercambio 
y el diálogo

Varios agentes de la sociedad civil y de otros ámbi-
tos han denunciado a la FRA la falta de datos fia-
bles y comparables sobre los ataques contra las 
OSC en la UE. También han señalado la falta de 
información sobre los regímenes de financiación 
disponibles y el presupuesto destinados a las OSC 
de derechos humanos, y sobre el marco regulador 
y los canales de participación de las organizacio-
nes de la sociedad civil en la toma de decisiones 
políticas. Muchos interlocutores han expresado 
la necesidad de intercambiar buenas prácticas 
en toda la UE. En concreto, consideran que las 
siguientes actividades deben llevarse a cabo en 
el ámbito de la UE:

a)	 recopilar datos sobre ataques contra las OSC de 
derechos humanos;

b)	 observar los acontecimientos relevantes para 
la sociedad civil en toda la UE, incluidos los 

que afecten a  la disponibilidad de recursos 
financieros;

c)	 asesorar sobre la administración de los fondos 
de la UE destinados a la sociedad civil;

d)	 apoyar la obtención de recursos para las OSC;
e)	 favorecer «un diálogo abierto, transparente 

y periódico con las asociaciones representativas 
y la sociedad civil» y reforzar la capacidad de 
la Comisión Europea de llevar a cabo «amplias 
consultas con las partes interesadas», de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 
del TUE.

Dictamen 9 de la FRA

La UE debe plantearse respaldar la creación de 
un espacio adecuado para el intercambio y  el 
diálogo y promover el apoyo a los agentes de la 
sociedad civil comprometidos en la protección 
y la promoción de los derechos fundamentales 
en la UE. Esto también favorecería el diálogo 
permanente entre las organizaciones de la so-
ciedad civil y las instituciones de la UE.
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Las organizaciones de la sociedad civil de la Unión Europea desempeñan un papel crucial 
en la promoción de los derechos fundamentales, pero les resulta más difícil hacerlo, debido 
a restricciones tanto jurídicas como prácticas. Si bien existen dificultades en todos los Esta-
dos miembros de la UE, difieren en su naturaleza exacta y su magnitud. Por lo general, se 
carece de datos e investigaciones sobre esta cuestión, incluida una investigación comparativa.

El informe de la FRA analiza los distintos tipos y patrones que presentan las dificultades 
a las que se enfrentan las organizaciones de la sociedad civil que trabajan en el ámbito de 
los derechos humanos en la UE. También pone de relieve buenas prácticas que pueden con-
trarrestar estas tendencias preocupantes.

Para más información:
Para obtener el informe completo de la FRA, Dificultades a las que se enfrentan las organizaciones de la sociedad 
civil que trabajan en el ámbito de los derechos humanos en la UE, véase: http://fra.europa.eu/en/publication/2018/
challenges-facing-civil-society-orgs-human-rights-eu

Otras publicaciones pertinentes de la FRA:

•• FRA (2017), Fundamental Rights Report 2017, Luxemburgo, Oficina de Publicaciones de la Unión Europea:  
http://fra.europa.eu/en/publication/2017/fundamental-rights-report-2017

•• FRA (2014), Criminalisation of migrants in an irregular situation and of persons engaging with them, 
Luxemburgo, Oficina de Publicaciones de la Unión Europea: http://fra.europa.eu/en/publication/2014/
criminalisation-migrants-irregular-situation-and-persons-engaging-them

•• FRA (2012), Bringing rights to life: The fundamental rights landscape of the European Union, 
Luxemburgo, Oficina de Publicaciones de la Unión Europea: http://fra.europa.eu/en/publication/2012/
bringing-rights-life-fundamental-rights-landscape-european-union

La FRA trabaja en estrecha colaboración con las organizaciones de la sociedad civil activas en el ámbito de los derechos 
humanos, en particular por medio de la Plataforma de los Derechos Fundamentales. Para obtener más información sobre esta 
red de cooperación, véase: http://fra.europa.eu/en/cooperation/civil-society

Print: ISBN 978-92-9474-258-2, doi:10.2811/403724
PDF: ISBN 978-92-9474-257-5, doi:10.2811/529740

TK-02-18-311-ES-C (print); TK-02-18-311-ES-N
 (PD

F)

http://fra.europa.eu/
http://dms/research/data-protection-project/CommunicationMaterialsSpeeches/info@fra.europa.eu
http://facebook.com/fundamentalrights
http://linkedin.com/company/eu-fundamental-rights-agency
http://twitter.com/EURightsAgency
http://fra.europa.eu/en/publication/2018/challenges-facing-civil-society-orgs-human-rights-eu
http://fra.europa.eu/en/publication/2018/challenges-facing-civil-society-orgs-human-rights-eu
http://fra.europa.eu/en/publication/2017/fundamental-rights-report-2017
http://fra.europa.eu/en/publication/2014/criminalisation-migrants-irregular-situation-and-persons-engaging-them
http://fra.europa.eu/en/publication/2014/criminalisation-migrants-irregular-situation-and-persons-engaging-them
http://fra.europa.eu/en/publication/2012/bringing-rights-life-fundamental-rights-landscape-european-union
http://fra.europa.eu/en/publication/2012/bringing-rights-life-fundamental-rights-landscape-european-union
http://fra.europa.eu/en/cooperation/civil-society

	Conclusiones clave y dictámenes de la FRA
	Crear un marco regulador
	Financiación y recaudación de fondos
	Derecho a la participación
	Garantizar un espacio seguro para la sociedad civil
	Espacio para el intercambio y el diálogo




